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Legislació n 
Por Cecilio Molina Hernández, profesor adjunto de Derecho mercantil de la 
Universidad CEU San Pablo. 
 

  
Normativa estatal   
 
Ley 1/2019, de 20 de febrero, de Secretos Empresariales. 
 
La innovación es un importante estímulo para el desarrollo de nuevos conocimientos y 
propicia la emergencia de modelos empresariales basados en la utilización de conocimientos 
adquiridos colectivamente. Las organizaciones valoran sus secretos empresariales tanto como 
los derechos de propiedad industrial e intelectual y utilizan la confidencialidad como una 
herramienta de gestión de la competitividad empresarial, de transferencia de conocimiento 
público-privada y de la innovación en investigación, con el objetivo de proteger información 
que abarca no solo conocimientos técnicos o científicos, sino también datos empresariales 
relativos a clientes y proveedores, planes comerciales y estudios o estrategias de mercado. 
 
Sin embargo, las entidades innovadoras están cada vez más expuestas a prácticas desleales 
que persiguen la apropiación indebida de secretos empresariales, como el robo, la copia no 
autorizada, el espionaje económico o el incumplimiento de los requisitos de confidencialidad. 
La globalización, una creciente externalización, cadenas de suministro más largas y un mayor 
uso de las tecnologías de la información y la comunicación, contribuyen a aumentar el riesgo 
de tales prácticas. 
 
La obtención, utilización o revelación ilícitas de un secreto empresarial comprometen la 
capacidad de su titular legítimo para aprovechar las ventajas que le corresponden como 
precursor por su labor de innovación. La falta de instrumentos jurídicos eficaces y comparables 
para la protección de los secretos empresariales menoscaba los incentivos para emprender 
actividades asociadas a la innovación e impiden que los secretos empresariales puedan liberar 
su potencial como estímulos del crecimiento económico y del empleo. En consecuencia, la 
innovación y la creatividad se ven desincentivadas y disminuye la inversión, con las 
consiguientes repercusiones en el buen funcionamiento del mercado y la consiguiente merma 
de su potencial como factor de crecimiento. 
 
Es necesario garantizar que la competitividad, que se sustenta en el saber hacer y en 
información empresarial no divulgada, esté protegida de manera adecuada, y mejorar las 
condiciones y el marco para el desarrollo y la explotación de la innovación y la transferencia de 
conocimientos en el mercado. 
 
Una seguridad jurídica reforzada contribuiría a aumentar el valor de las innovaciones que las 
organizaciones tratan de proteger como secretos empresariales, ya que se reduciría el riesgo 
de apropiación indebida. Esto redundaría en efectos positivos en el funcionamiento del 
mercado, ya que las empresas, especialmente las pequeñas y medianas empresas, los centros 
públicos de investigación y los investigadores podrían hacer un mejor uso de sus ideas 
innovadoras, cooperando, lo que contribuiría a aumentar la inversión del sector privado en 
investigación e innovación. 
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Los esfuerzos emprendidos a nivel internacional en el marco de la Organización Mundial del 
Comercio para poner remedio a este problema tuvieron reflejo en el Acuerdo sobre los 
Aspectos de los Derechos de Propiedad intelectual relacionados con el Comercio (Anexo 1C del 
Convenio por el que se crea la Organización Mundial del Comercio, Ronda Uruguay de 1994, 
comúnmente denominados «ADPIC»). Este acuerdo contiene, entre otras, unas disposiciones 
relativas a la protección de los secretos empresariales contra su obtención, utilización o 
revelación ilícitas por terceros, que constituyen normas internacionales comunes. Todos los 
Estados miembros de la Unión Europea, así como la propia Unión, están vinculados por dicho 
acuerdo, que fue aprobado mediante la Decisión 94/800/CE del Consejo, de 22 de diciembre 
de 1994, relativa a la celebración en nombre de la Comunidad Europea, por lo que respecta a 
los temas de su competencia, de los acuerdos resultantes de las negociaciones multilaterales 
de la Ronda Uruguay (1986-1994). 
 
En este contexto, dentro de la Unión Europea las divergencias nacionales existentes en 
materia de protección de secretos empresariales han llevado a la aprobación de la Directiva 
(UE) 2016/943 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016, relativa a la 
protección de los conocimientos técnicos y la información empresarial no divulgados (secretos 
comerciales) contra su obtención, utilización y revelación ilícitas, a fin de armonizar la 
legislación de los Estados miembros con el objetivo de establecer un nivel suficiente y 
comparable de reparación en todo el mercado interior en caso de apropiación indebida de 
secretos empresariales. 
 
El objetivo de la iniciativa europea es, por un lado, garantizar que la competitividad de las 
empresas y organismos de investigación europeos que se basa en el saber hacer y en 
información empresarial no divulgada (secretos empresariales) esté protegida de manera 
adecuada y, por otro, mejorar las condiciones y el marco para el desarrollo y la explotación de 
la innovación y la transferencia de conocimientos en el mercado interior. 
 
La directiva contiene normas en materia de protección frente a la obtención, utilización y 
revelación ilícitas de secretos empresariales que no podrán invocarse para restringir la libertad 
de establecimiento, la libre circulación de los trabajadores o la movilidad de éstos y que 
tampoco afectan a la posibilidad de que los empresarios y los trabajadores celebren pactos de 
limitación de la competencia entre ellos. 
 
Se define el objeto de esta norma como aquella información que sea secreta en el sentido de 
no ser, en su conjunto o en la configuración y reunión precisas de sus componentes, 
generalmente conocida por las personas pertenecientes a los círculos en que normalmente se 
utilice el tipo de información en cuestión, ni fácilmente accesible para estas; tenga un valor 
comercial por su carácter secreto, y haya sido objeto de medidas razonables, en las 
circunstancias del caso, para mantenerla secreta, tomadas por la persona que legítimamente 
ejerza su control. Por consiguiente, esta definición de secreto empresarial no abarca la 
información de escasa importancia, como tampoco la experiencia y las competencias 
adquiridas por los trabajadores durante el normal transcurso de su carrera profesional ni la 
información que es de conocimiento general o fácilmente accesible en los círculos en que 
normalmente se utilice el tipo de información en cuestión. 
 
Se establecen asimismo las circunstancias en las que está justificada su protección jurídica, así 
como los comportamientos y prácticas que son constitutivos de obtención, utilización o 
revelación ilícita del mismo. 
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Las vías de acción civil frente a la obtención, utilización o revelación ilícitas de secretos 
empresariales no deben comprometer ni menoscabar los derechos y libertades fundamentales 
ni el interés público y han de ser aplicadas de forma proporcionada, evitando la creación de 
obstáculos al comercio legítimo en el mercado interior y previendo medidas de salvaguarda 
contra los abusos. 
 
En este nuevo marco jurídico, la presente ley, que, con arreglo al artículo 25 de la Ley 50/1997, 
de 27 de noviembre, del Gobierno, está incluida en el Plan Anual Normativo de 2018, aborda el 
mandato de transposición de la citada directiva y, con el fin de incorporarla a nuestro 
ordenamiento jurídico, busca mejorar la eficacia de la protección jurídica de los secretos 
empresariales contra la apropiación indebida en todo el mercado interior completando la 
regulación de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de Competencia Desleal, y en concreto su artículo 
13, desde una perspectiva sustantiva y, especialmente, procesal. 
 
Los criterios seguidos en la transposición se han basado en los principios de la buena 
regulación, comprendiendo el principio de necesidad y eficacia al cumplir la obligación de 
transposición con fidelidad al texto de la directiva y con la mínima reforma de la actual 
normativa, de manera que se evite la dispersión en aras de la simplificación; así como en los 
principios de proporcionalidad, al contener la regulación imprescindible para atender la 
necesidad a cubrir, y de seguridad jurídica, ya que se realiza con el ánimo de mantener un 
marco normativo estable, predecible, integrado y claro. 
 
La ley se estructura en veinticinco artículos distribuidos en cinco capítulos, una disposición 
transitoria y seis disposiciones finales. 
 
El Capítulo I se inicia con la descripción del objeto de la ley, esto es, la protección de los 
secretos empresariales, estableciendo su definición conforme a los dictados de la Directiva 
(UE) 2016/943 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 8 de junio de 2016. Esta definición 
constituye una de las novedades más sobresalientes de la presente ley, que configura dicha 
noción abarcando cualquier información que sea secreta, tenga valor empresarial y haya sido 
objeto de medidas razonables por parte de su titular para mantenerla en secreto. 
 
Se ha considerado igualmente conveniente en todo caso preservar la terminología 
tradicionalmente empleada en nuestro sistema jurídico en los casos en los que los nuevos 
términos se refieren a conceptos sobradamente arraigados, estudiados y tratados en la 
legislación, la jurisprudencia y la doctrina. En este sentido, por ejemplo, se ha preferido 
mantener las expresiones de «secretos empresariales» para designar el objeto de protección y 
de «titular» para designar a quien legítimamente posee el secreto empresarial y se beneficia 
de su protección jurídica. Las disposiciones de esta ley atribuyen al titular del secreto 
empresarial un derecho subjetivo de naturaleza patrimonial, susceptible de ser objeto de 
transmisión, en particular, de cesión o transmisión a título definitivo y de licencia o 
autorización de explotación con el alcance objetivo, material, territorial y temporal que en 
cada caso se pacte. 
 
El Capítulo II define, por un lado, las circunstancias en las que la obtención, utilización y 
revelación de secretos empresariales son consideradas lícitas en consideración a intereses 
dignos de una mayor tutela y por tanto, frente a las que no procederán las medidas de 
protección previstas en esta ley; y, por otro, las conductas constitutivas de violación de 
secretos empresariales. En este sentido, la protección de los secretos empresariales se 
extiende también de forma novedosa a las llamadas «mercancías infractoras» incluyéndose los 
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actos de explotación de estas mercancías entre los que constituyen violación de secreto 
empresarial. 
 
El Capítulo III, sin tener origen directo en el articulado de la directiva, complementa y 
perfecciona su contenido, al abordar, mediante reglas dispositivas, la vertiente patrimonial del 
secreto empresarial. Se trata, en definitiva, de previsiones que, en defecto de acuerdo entre 
las partes, ordenan someramente cómo se desenvuelve la potencial cotitularidad del secreto 
empresarial y su transmisibilidad, en particular si se acomete mediante licencia contractual. 
 
Por su parte, en el Capítulo IV se consigna un catálogo abierto de acciones de defensa que 
contiene la designación y configuración sustantiva de los más importantes remedios 
reconocidos al titular del secreto empresarial para hacer frente a su violación, con especial 
atención a la regulación de la indemnización de daños y perjuicios, que se extiende tanto a su 
contenido económico como a la facilitación de su cálculo y liquidación en línea con lo ya 
dispuesto en materia de infracción de patentes y por extensión de otros derechos de 
propiedad industrial. Por último, la regulación material de las acciones de defensa concluye 
con una regla propia de prescripción. 
 
Finalmente, el Capítulo V viene a regular aquellos aspectos procesales que permiten ofrecer a 
los titulares de secretos empresariales herramientas efectivas para la tutela judicial de su 
posición jurídica, a través de un sistema de acciones robusto y de un proceso plenamente 
eficaz y sencillo, respetuoso con las garantías de justicia y equidad pero desprovisto de 
formalidades innecesarias y concebido para tramitarse en un plazo razonable, cuya eficacia se 
asegura en todo caso a través de un catálogo adecuado de medidas cautelares. Las acciones de 
defensa de los secretos empresariales habrán de aplicarse de forma proporcionada y evitando 
tanto la creación de obstáculos al libre comercio como su ejercicio de forma abusiva o de mala 
fe. A este respecto, se agravan las medidas que los jueces y tribunales pueden adoptar con 
carácter general por incumplimiento de las reglas de la buena fe procesal, para impedir que, 
bajo la cobertura de la supuesta defensa de un secreto empresarial, se utilicen las acciones 
previstas en esta ley con la finalidad de ejercer una indebida presión sobre quien ha obtenido 
algún tipo de información cuya divulgación pudiera estar cubierta por alguna de las 
excepciones que contempla la directiva y aquí se transponen. 
 
Por lo demás, las novedades procesales más significativas se proyectan sobre tres aspectos. En 
primer lugar, se incorporan una serie de reglas al objeto de preservar el tratamiento 
confidencial de la información que se aporte o se genere en el proceso y que pueda constituir 
secreto empresarial. En segundo lugar, se ofrece un marco normativo para el desarrollo de 
diligencias de comprobación de hechos, de acceso a fuentes de prueba en poder de la 
contraparte o de terceros y, en su caso, de aseguramiento de pruebas. En tercer lugar, se 
incorporan reglas singulares en materia de tutela cautelar, así como especialidades en relación 
con la caución sustitutoria, el alzamiento de las medidas en caso de que durante la pendencia 
del litigio se produzca una desaparición sobrevenida del secreto empresarial y para la tutela de 
la posición jurídica de los terceros que se puedan ver o se hayan visto afectados 
desfavorablemente por las medidas cautelares. 
 
En la parte final destaca la modificación del artículo 13 de la Ley 3/1991, de 10 de enero, de 
Competencia Desleal, para, manteniendo la atribución del carácter de competencia desleal a la 
violación de secretos empresariales, precisar que ésta se regirá por lo dispuesto en la presente 
norma, que actuará como ley especial frente a la previsiones de aquella disposición, 
susceptible, como ley general y en cuanto no se oponga a la especial, de ser utilizada para la 
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integración de lagunas. De esta forma se perfila el encaje de la nueva ley dentro del marco de 
protección que nuestro ordenamiento jurídico proporciona frente a la violación de los secretos 
empresariales, sin perjuicio de las consecuencias que, para los casos más graves, resulta de la 
aplicación de los tipos delictivos contemplados en los artículos 278 y 279 del Código Penal. 
 
 
Ver documento 
 
 

Ley 2/2019, de 1 de marzo, por la que se modifica el texto refundido de la Ley 
de Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, 
de 12 de abril, y por el que se incorporan al ordenamiento jurídico español la 
Directiva 2014/26/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de 
febrero de 2014, y la Directiva (UE) 2017/1564 del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 13 de septiembre de 2017. 
 
La distribución de bienes y prestación de servicios que impliquen el uso de derechos de 
propiedad intelectual requiere, en principio, la autorización de sus titulares. Su concesión 
individual no es siempre efectiva o incluso puede llegar a ser, en muchos casos, inviable por los 
inasumibles costes de transacción para el usuario solicitante. Por este motivo surge la gestión 
colectiva llevada a cabo, tradicionalmente, por las entidades de gestión de derechos de 
propiedad intelectual. La alternativa de gestión que estas entidades ofrecen permite a los 
usuarios obtener autorizaciones para un gran número de obras en aquellas circunstancias en 
que las negociaciones a título individual serían imposibles. Y, al mismo tiempo, permite que los 
titulares de derechos de propiedad intelectual sean remunerados por usos de sus obras que 
ellos mismos, a título individual, no serían capaces de controlar. Junto a ello, las entidades de 
gestión desempeñan un papel fundamental a la hora de proteger y promover la diversidad 
cultural permitiendo el acceso al mercado a aquellos repertorios culturales locales o menos 
populares que, pese a su enorme valor y riqueza creativa, no gozan del mismo éxito comercial 
que otros repertorios más mayoritarios. 
 
A pesar de su importancia, la regulación de las entidades de gestión ha sido ajena a la labor del 
legislador europeo hasta la aprobación de la Directiva 2014/26/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo, de 26 de febrero de 2014, relativa a la gestión colectiva de los derechos de autor y 
derechos afines y a la concesión de licencias multiterritoriales de derechos sobre obras 
musicales para su utilización en línea en el mercado interior. Una directiva cuya trasposición es 
el objeto de la presente ley mediante la modificación del texto refundido de la Ley de 
Propiedad Intelectual, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril. 
 
Con esta directiva la Unión Europea ha querido armonizar las distintas normativas nacionales 
de los Estados miembros reguladoras de las entidades de gestión para fortalecer su 
transparencia y gobernanza y la gestión de los derechos de propiedad intelectual. En este 
sentido, la directiva empodera al miembro de la entidad de gestión dotándole de nuevos 
instrumentos, como el órgano de control interno, para facilitar el control y la rendición de 
cuentas por los órganos de gobierno y representación de la entidad de gestión. Esta medida es 
consecuente si se atiende a que la mayor parte de entidades de gestión (en España, la 
totalidad de ellas) son de naturaleza asociativa, por lo que el control de las mismas deberá 
corresponder siempre con carácter prioritario a sus propios miembros. Asimismo, la directiva 

https://www.boe.es/boe/dias/2019/02/21/pdfs/BOE-A-2019-2364.pdf
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da respuesta jurídica a la necesidad de favorecer la concesión de licencias de derechos de 
autor sobre obras musicales para su utilización en línea en un contexto transfronterizo. 
 
En concreto, la armonización que realiza la directiva de la normativa sobre entidades de 
gestión se centra en las siguientes seis grandes áreas: representación de los titulares de 
derechos de propiedad intelectual y condición de miembro de la entidad de gestión; 
organización interna; gestión de los derechos recaudados; gestión de derechos de propiedad 
intelectual en nombre de otras entidades de gestión (acuerdos de reciprocidad); relaciones 
con los usuarios (concesión de licencias); y obligaciones de transparencia e información. Y, en 
lo que respecta a las licencias multiterritoriales, da naturaleza de directiva a las previsiones 
antes contenidas en la Recomendación 2005/737/CE, de la Comisión Europea, de 18 de mayo, 
relativa a la gestión colectiva transfronteriza de los derechos de autor y derechos afines en el 
ámbito de los servicios legales de música en línea, teniendo en cuenta la experiencia 
acumulada por su aplicación en los últimos años. 
 
Los criterios seguidos en la trasposición se han basado, preferentemente, en la fidelidad al 
texto de la directiva y, en la medida de lo posible, en el principio de mínima reforma de la 
actual normativa. 
 
El contenido de la Directiva 2014/26/UE se traspuso parcialmente al ordenamiento jurídico 
español con la Ley 21/2014, de 4 de noviembre, por la que se modifica el texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual, aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, y la 
Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Asimismo, una gran parte del espíritu de la 
directiva ya estaba presente en el ordenamiento jurídico español, bien en el texto refundido 
de la Ley de Propiedad Intelectual, bien en la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora 
del Derecho de Asociación (institución jurídica utilizada por las entidades de gestión para 
constituirse legalmente; concretamente, como asociaciones sin ánimo de lucro) o incluso en 
los propios estatutos de las entidades de gestión que, adelantándose a la trasposición de la 
directiva, decidieron adaptarlos a la misma. 
 
No obstante lo anterior, la trasposición que ahora se culmina afecta al contenido de un 
número relevante de artículos del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. 
Asimismo, hay apartados de la directiva, como los relativos a las autorizaciones 
multiterritoriales o ciertos aspectos relacionados con la transparencia, que no estaban 
presentes todavía en la referida norma. Estos motivos hacen necesaria una reorganización del 
contenido del título IV del libro tercero del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual 
donde se recoge la regulación aplicable a las entidades de gestión. 
 
El título IV del libro tercero del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual, sobre 
«gestión colectiva de los derechos reconocidos en la ley», pasa a estar dividido en siete 
capítulos. 
 
El capítulo I regula los requisitos exigidos para gestionar colectivamente derechos de 
propiedad intelectual. Las novedades respecto de la versión anterior del texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual consisten en la inclusión de normas específicas aplicables a 
aquellas entidades de gestión de otros Estados que operen en España; a las entidades 
dependientes de una entidad de gestión; y a los operadores de gestión independientes. Estos 
últimos son entidades que ya están activas en España y en otros Estados europeos 
gestionando derechos de propiedad intelectual pero operando al margen del régimen jurídico 
previsto hasta la fecha en el texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual y de las 
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facultades de supervisión de las Administraciones Públicas. Las características que diferencian 
a estos operadores de gestión independientes son la existencia de ánimo de lucro (frente a la 
ausencia del mismo en las entidades de gestión) y la inexistencia de vínculo propietario o de 
control de los mismos por titulares de derechos (que sí existe en el caso de las entidades de 
gestión). De este modo, la presente ley introduce la regulación de estos operadores, que 
representan una alternativa a la gestión colectiva ofrecida por las entidades de gestión, dando 
garantías tanto a los titulares de derechos de propiedad intelectual que les encomienden la 
gestión de sus derechos como a los usuarios de los mismos. 
 
El capítulo II regula la situación jurídica del titular de derechos de propiedad intelectual en su 
relación con la entidad de gestión y, fundamentalmente, el instrumento jurídico que la 
articula: el contrato de gestión. Mediante este contrato, el titular de derechos, sin ceder la 
propiedad de los mismos, encomienda su gestión a una entidad de gestión. Como novedad, se 
incluye en el texto refundido el derecho del titular a revocar su contrato total o parcialmente 
siempre que realice un preaviso razonable no superior a seis meses que se regulará en los 
estatutos de cada entidad de gestión. 
 
El capítulo III se centra en la regulación de ciertos aspectos orgánicos y de funcionamiento 
interno de las entidades de gestión. La regulación que se introduce en el texto refundido 
resultará de aplicación junto con la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del 
Derecho de Asociación, dado que las entidades de gestión están constituidas legalmente como 
asociaciones sin ánimo de lucro. En este capítulo destaca la introducción de un órgano que 
tendrá como función controlar internamente la gestión llevada a cabo por los órganos de 
gobierno y representación de la entidad. Este órgano de control interno estará compuesto por 
miembros de la entidad y, en ciertos supuestos previstos legalmente, por personas 
independientes ajenas a la misma. Para garantizar su independencia funcional, ninguna de las 
personas que lo compongan podrá guardar relación alguna con las personas integrantes de los 
órganos de gobierno y representación de la entidad. Sus funciones de control se centrarán, 
entre otros aspectos, en los repartos de los derechos recaudados, la tramitación de los 
expedientes disciplinarios, las quejas y las reclamaciones y la ejecución del presupuesto. 
Concebido como un órgano de apoyo a la asamblea general (y por ende, a los miembros de la 
entidad), deberá informarla anualmente sobre el ejercicio de sus competencias e incluso podrá 
convocarla extraordinariamente cuando lo estime conveniente para el interés de la entidad de 
gestión. 
 
El capítulo IV regula las autorizaciones no exclusivas para el uso del repertorio de las entidades 
de gestión (conocidas en la práctica comercial como licencias) y sus tarifas generales. Este 
capítulo se divide, a su vez, en dos secciones: la primera con el régimen jurídico general; y la 
segunda con el régimen jurídico específico de las licencias multiterritoriales. Dejando al 
margen estas últimas licencias, la normativa actual del texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual en esta materia es bastante avanzada e, incluso, va más allá de los mínimos 
establecidos en la Directiva 2014/26/UE, especialmente en lo que se refiere al régimen 
tarifario. Por ese motivo, las novedades introducidas por la presente ley en este capítulo son 
escasas, sin perjuicio de las licencias multiterritoriales que se regulan por primera vez en el 
ordenamiento jurídico español. Estas licencias facilitarán a los proveedores de servicios de 
música en línea la obtención del permiso necesario, mediante una única autorización 
trasfronteriza, para utilizar los derechos sobre obras o repertorios musicales en el territorio de 
varios Estados miembros e, incluso, de toda la Unión Europea. 
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El capítulo V regula la gestión de los derechos recaudados que abarca la recaudación, reparto y 
pago de los importes generados por la concesión de licencias a los usuarios de derechos de 
propiedad intelectual. Este capítulo también se divide en dos secciones al igual que el anterior. 
En el régimen jurídico general la principal novedad es la inclusión de un plazo máximo de 
nueve meses para repartir y pagar a los titulares los derechos recaudados en el año anterior y 
la obligación de que las entidades de gestión lleven una contabilidad analítica que les permita 
adecuar el importe de sus descuentos de gestión a los costes reales en los que haya incurrido. 
 
El capítulo VI agrupa las distintas obligaciones de información, transparencia y contabilidad a 
las que están sujetas las entidades de gestión. Casi todas las obligaciones previstas en la 
directiva en esta materia ya están incluidas en el texto refundido de la Ley de Propiedad 
Intelectual. La principal novedad es la obligación de elaborar un informe anual de 
transparencia, elaborado en paralelo a las cuentas anuales, y que proveerá, con un elevado 
nivel de detalle, información financiera y sobre gestión económica. 
 
El capítulo VII recoge el régimen sancionador regulado hasta ahora en el título VI del libro 
tercero del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual. Las únicas modificaciones que 
se introducen tienen como objeto aclarar el reparto competencial cuando la potestad 
sancionadora corresponde al Ministerio de Cultura y Deporte, la especificación de los plazos 
máximos para resolver los procedimientos administrativos sancionadores por la comisión de 
infracciones muy graves y graves y el mecanismo de intercambio de información entre 
autoridades europeas respecto de las infracciones cometidas por entidades de gestión que 
tengan establecimiento en otro Estado miembro de la Unión Europea pero presten servicios en 
España. Asimismo, se introduce un nuevo tipo infractor muy grave que sanciona la prestación 
de servicios de gestión colectiva de derechos de propiedad intelectual sin haber obtenido la 
autorización del Ministerio de Cultura y Deporte cuando esta sea necesaria; así como varios 
tipos infractores graves por el incumplimiento de las nuevas obligaciones que introduce esta 
ley respecto de las entidades de gestión y los operadores de gestión independientes. 
 
Se modifica el contenido del título V que regula la Comisión de Propiedad Intelectual sobre la 
base de los artículos del texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual que regulaban este 
órgano. 
 
Las modificaciones introducidas alteran la numeración del título sobre protección de las 
medidas tecnológicas y de la información para la gestión de derechos, que ahora será el título 
VI del libro tercero, y de los artículos que conforman el libro cuarto. También, se han 
actualizado a la nueva numeración de los artículos que conforman el título IV del libro tercero 
las distintas referencias que se hacen a los mismos a lo largo de todo el texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual. 
 
La presente ley también modifica el plazo previsto en el artículo 20.4 en materia de 
reclamación de derechos por retransmisión por cable para igualarlo con el plazo de cinco años 
previsto en el artículo 177 para la reclamación de derechos de propiedad intelectual en 
general; e introduce el plazo para ejercer la acción de reembolso de la compensación 
equitativa por copia privada regulada en el artículo 25.8. 
 
Asimismo, mediante la presente ley se armonizan, en el mercado interior, ciertos usos de 
obras y prestaciones sin la autorización del titular de los derechos en favor de determinadas 
personas con discapacidad. En concreto, mediante la trasposición de la Directiva (UE) 
2017/1564 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 13 de septiembre de 2017, sobre ciertos 
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usos permitidos de determinadas obras y otras prestaciones protegidas por derechos de autor 
y derechos afines en favor de personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades 
para acceder a textos impresos, y por la que se modifica la Directiva 2001/29/CE relativa a la 
armonización de determinados aspectos de los derechos de autor y derechos afines a los 
derechos de autor en la sociedad de la información. 
 
La citada directiva se configura como uno de los instrumentos que las instituciones de la Unión 
Europea han aprobado para dar cumplimiento a las obligaciones que debe asumir la Unión en 
virtud del Tratado de Marrakech, de 27 de junio de 2013, para facilitar el acceso a las obras 
publicadas a las personas ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder 
al texto impreso, cuyo objetivo es mejorar la disponibilidad y el intercambio transfronterizo de 
determinadas obras y otras prestaciones protegidas, en formatos accesibles para personas 
ciegas, con discapacidad visual o con otras dificultades para acceder a textos impresos, en 
consonancia con los postulados recogidos en la Convención de las Naciones Unidas sobre los 
Derechos de las Personas con Discapacidad. 
 
El límite a los derechos de propiedad intelectual para la producción y difusión de ejemplares 
en formatos accesibles de determinadas obras y otras prestaciones protegidas en beneficio de 
personas con discapacidad, se encuentra recogido en el ordenamiento jurídico español desde 
1996, por lo que el núcleo material fundamental de esta directiva ya forma parte del Derecho 
español. No obstante, resulta necesario proceder a la modificación del texto refundido de la 
Ley de Propiedad Intelectual al objeto de incorporar las garantías necesarias para la aplicación 
de este límite en el tráfico intraeuropeo de bienes y servicios. 
 
Por último, las disposiciones adicionales primera y segunda de la presente ley regulan el 
régimen jurídico aplicable a las situaciones jurídicas existentes al momento de su entrada en 
vigor. La disposición transitoria única concreta el plazo para la aplicación del artículo 193.3 del 
texto refundido de la Ley de Propiedad Intelectual en su nueva redacción. La disposición final 
primera modifica la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, con objeto 
de aclarar el régimen aplicable a las importaciones de bienes muebles, modificando la 
redacción referente a las prórrogas que pueden solicitarse respecto de los bienes importados, 
manteniendo a los mismos dentro del régimen especial contemplado en el texto legal. La 
disposición final segunda modifica la Ley 10/2015, de 26 de mayo, para la salvaguardia del 
patrimonio cultural inmaterial dando nueva redacción a su disposición final quinta, por la que 
se autoriza al Gobierno para elaborar, antes del 31 de diciembre de 2019, un texto refundido 
en el que se integren, debidamente regularizadas, aclaradas y armonizadas, la Ley 16/1985, de 
25 de junio, del Patrimonio Histórico Español, la citada Ley 10/2015, de 26 de mayo, así como 
las disposiciones en materia de protección del patrimonio histórico contenidas en normas con 
rango de ley. La disposición final tercera, por su parte, especifica el momento en el tiempo a 
partir del cual resultarán de aplicación a las entidades de gestión las normas de contabilidad y 
auditoría que se ven modificadas por esta ley y la obligación de elaborar y aprobar el informe 
anual de transparencia. 
 
 
Ver documento 
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Normativa autonómica 
 
Comunidad Autónoma de Castilla y León 

 
Ley 9/2018, de 20 de diciembre, de transporte público de viajeros por 
carretera de Castilla y León. 
 
En Castilla y León el transporte de viajeros por carretera se encuentra regulado, de manera 
parcial como indica su propio nombre, en la Ley 15/2002, de 28 de noviembre, de Transporte 
Urbano y Metropolitano, mientras que en el transporte interurbano se aplica la normativa 
europea y, supletoriamente, la normativa estatal. 
 
La Comunidad de Castilla y León, una vez otorgado a sus contratos de transporte público un 
marco firme en el que desenvolverse a través del Decreto-ley 2/2009, de 5 de noviembre, para 
garantizar la estabilidad del sistema concesional de transporte público regular interurbano de 
viajeros por carretera de Castilla y León, acomete ahora el desarrollo propio de sus 
competencias, dando cobertura normativa a las necesidades de movilidad derivadas de su 
específica organización territorial. Más aún cuando el transporte público se considera de 
manera indudable como un elemento vertebrador del espacio sobre el que se articula, 
cuestión especialmente sensible en esta Comunidad, por cuanto sus características socio 
territoriales, sin apenas equivalente en el resto la Unión Europea, obligan a la Junta de Castilla 
y León a un esfuerzo extraordinario para la dotación de servicios públicos que cubran las 
necesidades y expectativas de sus ciudadanos. 
 
Estas pautas responden a la incidencia de varios fenómenos de especial complejidad, entre los 
que destacan la amplitud de la extensión territorial de Castilla y León, la ruralidad de sus 
territorios, una baja densidad de población y su amplia dispersión geográfica, lo que requiere 
unos medios de transporte que faciliten la comunicación entre los distintos, y alejados, núcleos 
de población. Estos medios de transporte no pueden establecerse solamente desde un punto 
de vista comercial, sino que su objetivo primordial debe ser garantizar el derecho a la 
movilidad de las personas de Castilla y León, a través de un servicio público de calidad. Para 
satisfacer dicho derecho a una población eminentemente dependiente del transporte público 
en unas condiciones tan singulares, la Junta de Castilla y León ha de llevar a cabo actuaciones 
innovadoras y específicas, que implican una atención singular hacia el ámbito rural. 
 
El objetivo es configurar un transporte de proximidad en el ámbito rural que facilite la 
accesibilidad de los habitantes a los servicios básicos y su relación con los centros urbanos de 
mayor entidad, contribuyendo a que los ciudadanos de las áreas rurales tengan las mismas 
oportunidades que los habitantes de las ciudades. Este objetivo, en relación a la perspectiva de 
género, puede contribuir a facilitar la permanencia de la mujer en dicho ámbito y, por 
añadidura, a la estabilidad del núcleo familiar, de acuerdo con el Informe del Parlamento 
Europeo de 8 de marzo de 2017 «Sobre las mujeres y su papel en las zonas rurales». 
 
Recientemente, el Movimiento Europeo de la Ruralidad (MER) ha solicitado a la Comisión 
Europea elaborar un Libro Blanco sobre la Ruralidad para dar una base más sólida a la política 
en favor de los territorios rurales después de 2020 y ha hecho un llamamiento al Parlamento y 
a la Comisión europea, resaltando tres cuestiones principales: 
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Las áreas rurales contribuyen a la «Estrategia Europa 2020»: hoy en día, la Unión Europea 
tiene una tendencia a centrarse, para incrementar la eficacia, en factores tales como la 
competitividad, áreas urbanas e innovación. Sin embargo, otros objetivos, principalmente las 
áreas rurales, están siendo olvidados cuando, en realidad, estas áreas, que suponen el 59% de 
la población europea y el 56% del empleo en la Unión Europea, producen riqueza y valor 
añadido. 
 
Lo rural y lo urbano se complementan: La estrategia de la política europea no puede 
exclusivamente centralizarse en un sistema de metrópolis. La singular cualidad espacial de 
Europa debe ser la conexión entre áreas urbanas y rurales. Las áreas rurales y periurbanas 
juegan un particular papel en esta relación, dada su importancia en términos de agricultura 
local, calidad paisajística, gestión medioambiental, empleo y cohesión social. 
 
Las áreas rurales son algo más que zonas agrícolas o de ocio: la Europa rural de hoy ha 
evolucionado y su economía se halla diversificada. La agricultura sigue siendo una actividad 
económica y territorial vital, pero los sectores secundario y terciario ocupan un gran papel en 
términos de empleo. 
 
Partiendo de estas consideraciones, es necesario realizar en el ámbito competencial 
autonómico un impulso normativo que, sin menoscabo de la legislación estatal preexistente y 
la necesaria defensa de la unidad de mercado, permita modernizar los servicios de transporte 
de la Comunidad, garantizando así la movilidad de los ciudadanos en todo su territorio. Todo lo 
cual requiere disponer de un sistema de transporte que garantice un servicio público de 
calidad, adecuado tanto a las nuevas pautas de desplazamiento como a la realidad del 
territorio de Castilla y León, donde el modelo estatal de concesiones lineales de larga distancia 
y con un alto número de personas usuarias tiene difícil encaje. 
 
Desde un punto de vista temporal, cabe destacar la oportunidad de esta ley una vez que el 
citado Decreto-ley 2/2009, de 5 de noviembre, ha significado un primer y necesario paso en la 
homogeneización del conjunto de contratos de servicio público de transporte de viajeros por 
carretera. Por añadidura, el tiempo transcurrido desde la entrada en vigor de la Ley 15/2002, 
de 28 de noviembre, de Transporte Urbano y Metropolitano de Castilla y León, aconsejan 
igualmente una completa actualización de la misma, ante la generación de nuevos patrones de 
movilidad en los ámbitos metropolitanos. 
 
Una nueva regulación no puede significar la imposición de injustificadas cargas administrativas 
o el hacer más complejas las relaciones jurídicas entre la Administración y los administrados; 
antes al contrario, esta ley racionaliza y optimiza los recursos disponibles, e incluso incardina 
en un único cuerpo normativo la legislación sectorial, al incorporar y consecuentemente 
derogar, la citada Ley 15/2002, de Transporte Urbano y Metropolitano. 
 
A fin de preservar el principio básico de unidad de mercado consagrado en la Constitución 
Española, en la presente ley se regulan únicamente aquellos aspectos imprescindibles del 
transporte público que necesitan de una cobertura específica en Castilla y León, previéndose 
expresamente para el resto la supletoriedad de la legislación estatal; se completa así el 
principio de seguridad jurídica, ya que se ha realizado el máximo esfuerzo a la hora de integrar 
coherentemente esta ley en el resto del ordenamiento jurídico, tanto autonómico, como 
estatal y de la Unión Europea, evitándose repeticiones innecesarias y que dan lugar a 
confusión interpretativa y, por supuesto, reforzándose también en la acepción de redacción 
accesible y sencilla para el ciudadano. 
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En línea con la nueva organización territorial derivada de la aplicación de la Ley 7/2013, de 27 
de septiembre, de Ordenación, Servicios y Gobierno del Territorio de la Comunidad de Castilla 
y León, que exige dotar a la Administración de las necesarias herramientas que permitan 
coordinar los servicios de transporte con las previsiones de la nueva estructura de ordenación 
administrativa, el objetivo de la norma es claro, y no es otro que modernizar y acercar la red 
de transporte público a las necesidades de la ciudadanía, para lo cual en todo caso se tiene en 
consideración a las personas, siendo imprescindible que las decisiones en forma de 
planificación y coordinación sean tomadas, como efectivamente se prevé, con la participación 
activa de los potenciales destinatarios de las decisiones administrativas. 
 
Finalmente, esta ley prevé de manera novedosa, con alcance a todas las Administraciones con 
competencias, el régimen de financiación del transporte, y, de manera más concreta, una serie 
de actuaciones que, racionalizando la red de transporte público de Castilla y León y actuando 
directamente sobre la optimización de servicios, puedan mejorar la eficiencia de los fondos 
públicos destinados a dicha red, fijando como premisa inquebrantable la garantía de dotar a 
todos los habitantes de Castilla y León de un servicio de transporte público suficiente y 
adaptado a las necesidades reales de cada territorio. 
 
Los objetivos principales de esta ley, en un necesario escenario de máxima optimización de los 
fondos públicos, son la adaptación de los contratos de transporte a la movilidad actual de una 
manera sostenible, incorporando la máxima seguridad, calidad y el uso de nuevas tecnologías 
al servicio del usuario; y la mejora de la eficiencia medioambiental y económica en la 
explotación de la red de transporte público, todo ello, a través de herramientas que permitan 
una mayor flexibilidad a la Administración, que faciliten la coordinación interadministrativa y 
de modo que se garantice la igualdad de acceso de los ciudadanos a los servicios de transporte 
y, en suma, los derechos de las empresas y de las personas consumidoras y usuarias. 
 
Estos objetivos son coherentes con los grandes documentos de referencia en el ámbito 
internacional y europeo en el que se integra la Comunidad de Castilla y León, como son el 
Acuerdo de París contra el Cambio Climático ratificado por España en 2017, o el tercer Libro 
Blanco de la Comisión Europea sobre el futuro de los transportes para 2050, titulado «Hoja de 
ruta hacia un espacio único europeo de transporte: por una política de transportes competitiva 
y sostenible» publicado el 28 de marzo de 2011 y revisado el 29 de julio de 2015 y en el que 
tiene especial importancia la reducción de la emisión de gases de efecto invernadero. Por 
supuesto el transporte, ha de ser una de las piezas fundamentales para reducir esta emisión. 
 
La presente ley apuesta por la movilidad sostenible, la reconoce expresamente como uno de 
los principios básicos que deben regir su aplicación y hace visible su definición. En consonancia 
con la Ley 2/2011, de 4 de marzo, de Economía Sostenible, no se queda en una mera 
declaración de la exigencia, sino que a lo largo de su articulado prevé una serie de medidas e 
instrumentos para lograr un sistema de transporte sostenible. 
 
En cuanto al contenido estrictamente normativo, la presente ley se estructura en un Título 
preliminar, siete títulos y su parte final. 
 
En el Título preliminar se regulan las cuestiones más generales: objeto, ámbito de aplicación, 
principios de aplicación de la ley, las definiciones de los términos empleados en la misma y las 
competencias de las Administraciones. 
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Dentro de este título se remarca la importancia, en un territorio como el de Castilla y León, de 
las obligaciones de servicio público en relación a la red de transporte público de viajeros por 
carretera, como herramienta de garantía de la cobertura de las necesidades de los ciudadanos, 
y el correlativo reconocimiento de su compensación a los operadores. Igualmente cabe 
destacar la conceptualización del servicio integrado zonal, con una denominación diferenciada 
de la habitualmente usada de contrato zonal, para evitar confusiones en el ámbito del derecho 
de contratación administrativa. 
 
En el Título I, la parte principal es la necesaria «publicatio» de los servicios regulares de uso 
general, tanto urbanos como interurbanos; así como la regulación de la financiación del 
transporte público, algo destacable dado que España es uno de los escasos países de la Unión 
Europea que carece de una norma específica en la materia. Se cierra el Título con las 
obligaciones exigidas sobre la necesaria calidad de los servicios, su sostenibilidad ambiental y 
la incorporación a su explotación de los sistemas inteligentes de transporte. 
 
El Título II, específico del transporte interurbano, regula en su Capítulo I su régimen general, y 
dedica el Capítulo II al régimen de adjudicación, explotación y modificación de los servicios 
integrados zonales, consagrados como la fórmula que se muestra más adecuada para la 
prestación de los servicios en Castilla y León, otorgándoles la ley en consecuencia preferencia 
como la principal herramienta material de prestación de los servicios de transporte. 
 
Por otro lado, el reconocimiento legislativo al transporte a la demanda, un referente en España 
en cuanto a la aplicación de medidas de transporte por carretera en ámbitos territoriales de 
difícil cobertura, y que ha significado un hito en esta Comunidad Autónoma por su alto nivel de 
desarrollo técnico, es un elemento fundamental de este Título. 
 
Por último, tanto las alternativas de prestación conjunta de los servicios regulares de uso 
general con el especial a través de la adopción de medidas concretas que permitan en todo 
momento salvaguardar la seguridad y la calidad del servicio que se presta, como el 
reconocimiento expreso a la posibilidad de subcontratación, en una Comunidad con un 
territorio tan extenso que hace que en ocasiones sea imprescindible acudir a esa figura, son 
también parte destacada. 
 
El Título III se dedica íntegramente al transporte urbano, habiéndose realizado un importante 
esfuerzo integrador de la Ley de Transporte Urbano y Metropolitano para incardinarla en la 
presente ley, con especial hincapié en el sector del taxi. 
 
En el Título IV se lleva a cabo un detallado desarrollo de la planificación y coordinación del 
transporte público entre Administraciones y entre modos, con especial mención del Mapa de 
Ordenación de Transportes, como herramienta básica de ordenación del mismo, y de la 
obligación de coordinación de la ordenación territorial y el urbanismo con la movilidad que se 
genera en dichas actividades. 
 
El Título V se ocupa, considerando el actual vacío legal existente provocado por la modificación 
de la normativa estatal, de la regulación de las infraestructuras complementarias al transporte, 
y muy especialmente del régimen aplicable a las estaciones de transporte de viajeros por 
carretera, como principal elemento auxiliar del transporte público, regulando también otras 
instalaciones relacionadas. 
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El Título VI, relativo a la organización administrativa, da rango legal al Consejo de Transportes 
de Castilla y León, y recoge igualmente las Juntas Arbitrales del Transporte como elemento 
que ha demostrado su utilidad práctica en la resolución de litigios en su ámbito de aplicación. 
 
El Título VII, relativo el régimen de inspección, infracciones y sanciones, recoge una serie de 
disposiciones generales aplicables a los servicios de transporte de viajeros previsto en esta ley, 
y tipifica infracciones y sanciones específicas relativas al transporte urbano. De esta manera se 
proporciona a las entidades locales instrumentos efectivos que den cobertura normativa a los 
reglamentos y ordenanzas que puedan dictar para una regulación detallada, adecuada a sus 
necesidades concretas. 
 
En cuanto al procedimiento para la imposición de sanciones en materia de transporte urbano, 
se ajustará a lo dispuesto en las normas del procedimiento administrativo sancionador común. 
Si bien, en todo lo concerniente a la prescripción y caducidad de las infracciones y sanciones, 
serán de aplicación las normas vigentes, que sobre estos aspectos, establece la legislación 
estatal en materia de transportes. 
 
En lo que respecta al régimen de infracciones y sanciones del transporte interurbano de 
viajeros por carretera de Castilla y León, en lo no previsto en la presente ley se aplicará 
supletoriamente la normativa estatal en materia de transportes. 
 
Por último, la Parte final está constituida por tres disposiciones adicionales, cuatro 
disposiciones transitorias, una disposición derogatoria y tres disposiciones finales. 
 
La presente ley se ha sometido a participación ciudadana a través de diferentes cauces de 
comunicación y de los preceptivos trámites de audiencia e información pública. Así mismo, ha 
sido informado favorablemente por el Consejo de Transportes de Castilla y León como órgano 
superior de asesoramiento, consulta y debate sectorial, lo que garantiza que la norma haya 
sido debatida y analizada desde el diálogo y el máximo consenso empresarial y social. Además, 
se ha puesto en conocimiento del Consejo de Cooperación Local, ha sido informada por el 
Consejo Económico y Social dada la trascendencia socioeconómica de la norma, y se ha 
sometido a dictamen del Consejo Consultivo de Castilla y León. 
 
 
Ver documento 
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Comunidad Autónoma de las Islas Baleares 

 
Ley 4/2019, de 31 de enero, de microcooperativas de las Illes Balears. 
 
De acuerdo con el artículo 10.26 del Estatuto de Autonomía de las Illes Balears, corresponde a 
la comunidad autónoma de las Illes Balears la competencia exclusiva en materia de 
cooperativas.  
 
El Real Decreto 99/1996, de 26 de enero, traspasó a la comunidad autónoma de las Illes 
Balears las funciones y los servicios de la Administración del Estado en materia de 
cooperativas, que fueron asumidas por el Decreto 32/1996, de 7 de marzo.  
 
En atención a lo previsto en el artículo 129.2 de la Constitución Española, que ordena a los 
poderes públicos promover eficazmente las diversas formas de participación en la empresa y 
fomentar, mediante una legislación adecuada, las sociedades cooperativas, se aprobó la Ley 
1/2003, de 20 de marzo, de cooperativas de las Illes Balears, que proclama como objetivo 
“fomentar la constitución de cooperativas y dar una respuesta viable a las demandas de la 
sociedad, además de conseguir la consolidación de las ya existentes”.  
 
El artículo 11 del citado texto legal establece el número mínimo de personas socias, y señala 
que “las cooperativas de primer grado deberán estar integradas como mínimo por tres socios”.  
 
Este número mínimo de tres personas socias necesario para constituir una cooperativa, junto 
con la necesidad de cumplir una serie de requisitos en materia de trámites, aportaciones de las 
personas socias y contratación tanto para las grandes cooperativas como para las pequeñas, 
puede desincentivar a los emprendedores y emprendedoras a decidirse por este modelo 
societario.  
 
El concepto de sociedad cooperativa se adapta a la realidad actual del cooperativismo en 
general y del balear en particular, y recoge la visión que de este modelo empresarial tienen las 
propias sociedades cooperativas.  
 
El modelo cooperativo se conforma con auténticas empresas que pueden y deben ser 
rentables y competitivas, combinando aspectos económicos con aspectos sociales y 
societarios. Representa, por tanto, un modelo de empresa en el que los objetivos económicos 
y empresariales se integran con otros de carácter social, consiguiendo de esta forma un 
crecimiento económico basado en el empleo, la equidad social y la igualdad. Por ello, la 
promoción de empresas cooperativas se considera clave para favorecer y potenciar un 
desarrollo económico sostenible y socialmente responsable.  
 
Por otra parte, la Ley 12/2014, de 16 de diciembre, agraria de las Illes Balears, establece que el 
sector agrario es considerado un sector estratégico, especialmente por su vertiente productiva 
extensiva, por su papel fundamental en el mantenimiento del territorio y del paisaje; por ese 
motivo es importante elaborar propuestas para dinamizar el sector fomentando la cohesión 
social y el asociacionismo, en especial mediante la agrupación de titulares de explotaciones. 
 
Por ello, en consenso con el sector, se precisa la aprobación de una ley de microcooperativas 
de las Illes Balears, al objeto de fomentar y favorecer la creación de micropymes bajo el 
modelo de la sociedad cooperativa de trabajo asociado y del de cooperativa de explotación 
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comunitaria de la tierra, como base para el crecimiento y desarrollo futuro del tejido 
empresarial cooperativo de las Illes Balears, en su condición de modelo generador de empleo 
de calidad y como modelo de explotación asociativa común que facilita y posibilita la 
rentabilidad de las explotaciones a través de las economías de escala.  
 
Se trata de una iniciativa que busca simplificar la creación de las pequeñas cooperativas 
adaptándose a la realidad actual y posibilitando que numerosos grupos de emprendedores y 
emprendedoras tengan la oportunidad de iniciar su actividad a través del modelo de empresa 
de economía social. Por otra parte, la nueva ley simplifica las exigencias y los trámites en la 
fase de creación estableciendo un modelo tipo de estatutos sociales adaptado a las 
características de esta empresa. Además, si bien se mantiene el requisito de inscripción en el 
Registro de cooperativas de las Illes Balears para adquirir la personalidad jurídica, en 
consonancia con el artículo 9 de la Ley 1/2003 de cooperativas de las Illes Balears, que así lo 
establece para las cooperativas en general, se acorta el plazo de registro a un máximo de 
quince días para minimizar la carga administrativa de la inscripción.  
 
Entre los objetivos de la ley también figura el de facilitar la consolidación de esta forma 
empresarial de economía social mediante la flexibilización de los límites de contratación de 
trabajadores y trabajadoras por cuenta ajena con contrato indefinido, durante un período 
transitorio de siete años como tiempo necesario para la consolidación del proyecto 
empresarial.  
 
La presente ley también cumple con los principios de buena regulación indicados en el artículo 
129 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del procedimiento administrativo común de las 
administraciones públicas, respetando así los principios de necesidad, eficacia, 
proporcionalidad y seguridad jurídica, al regular las microempresas cooperativas de las Illes 
Balears en los términos previstos en el artículo 9 de la Ley 20 /2013, de 9 de diciembre, de 
garantía de la unidad de mercado. En cuanto a los principios de necesidad y eficacia, esta ley 
se adecúa a un objetivo de interés general al adaptarse a la realidad actual y posibilitar que 
numerosos grupos de emprendedores y emprendedoras tengan la oportunidad de iniciar su 
actividad a través del modelo de empresa de economía social. En cuanto al principio de 
proporcionalidad, esta ley supone un medio necesario y suficiente que busca simplificar los 
requisitos para la creación de las pequeñas cooperativas. En relación con el principio de 
seguridad jurídica, se introducen las reformas necesarias para conseguir un régimen jurídico 
claro y flexible que tenga en cuenta las exigencias actuales y las demandas futuras. Esta ley 
también se ajusta al principio de transparencia, ya que esta iniciativa legislativa se ha sometido 
a la previa consulta de participación ciudadana y se ha sometido a los correspondientes 
trámites de audiencia e información pública. Por último, en relación con el principio de 
eficiencia, no se prevén cargas administrativas superiores a las que hasta ahora se soportaban. 
 
 
Ver documento 
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